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LA EVALUACIÓN DE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS. 

UN ANÁLISIS DE SUS USOS A PARTIR DE UN CASO.

Ma. Jimena García Puente

Introducción

La evaluación de las políticas públicas adquirió a partir de los años noventa en Argentina importancia como actividad estatal. En la gestión pública se incorporó el concepto desde las nociones de responsabilización, rendición de cuentas y con la necesidad de mejorar la eficacia, eficiencia y calidad de la administración y de las intervenciones estatales. Respecto a las políticas sociales, a partir de los cambios en sus formulaciones, modos de gestión y orientaciones y de los actores relevantes con capacidad de incidir en ellas, la práctica evaluativa se extendió principalmente en las políticas focalizadas. En la actualidad casi todos los programas sociales incluyen instancias de evaluación. Por lo que se puede considerar que representa un nuevo rol estatal.

El desarrollo de esa función requiere de capacidades técnico-administrativas y conlleva a una definición de cómo realizarla, para qué y qué usos darles a sus resultados.

La relevancia de la evaluación se debe a que permite identificar las dificultades que afrontan las políticas con el propósito de mejorar la gestión e intervención pública y es un aprendizaje que permite el desarrollo de las políticas en pos de una mayor equidad. A pesar de que la evaluación por sí misma no soluciona todas las dificultades de las políticas públicas, es un instrumento que contribuye revisar y repensar cuestiones vinculadas con la formulación, decisión, implementación e impactos de las acciones público- estatales. 

En esta ponencia abordo la evaluación de políticas públicas, desde una mirada centrada en las relaciones de poder entre los actores relevantes, es decir, en la política de la evaluación como proceso y mecanismo de resolución, agregación y articulación de intereses comunes y/o contradictorios de una sociedad compleja y no sólo como un instrumento técnico. El enfoque permite explicar cómo, para qué se evalúa y los distintos usos. 

El esquema de la ponencia está organizado cuatro apartados
. En primer lugar, presento sintéticamente el marco teórico análisis que empleo para analizar las políticas públicas. A partir de dicho encuadre analítico, en segundo término, me centro en la conceptualización de la evaluación y de los diversos usos de sus resultados. En una tercera instancia describo el proceso evaluativo del Programa Trabajar y analizo cuáles fueron los usos de sus resultados. Por último, expongo las conclusiones. 
1. Abordaje político- institucional de la evaluación de las políticas públicas 

Existen diversos modos de abordaje para analizar las políticas públicas que implican diferencias en torno a su conceptualización y, en tanto marcos analíticos, formas diferentes de observar la relación entre el Estado y la sociedad civil. En este trabajo analizo las políticas públicas a partir de la consideración de dos ejes: los actores relevantes con sus recursos de poder, intereses e ideologías y los marcos institucionales, es decir, las reglas de juego formales e informales que posibilitan y estructuran las interrelaciones entre los diversos actores.

Por actores relevantes me refiero a los individuos o colectivos del Estado, la sociedad o el sistema internacional que poseen capacidades potenciales (recursos) para incidir en alguna instancia de los procesos de las políticas públicas. Dichos actores poseen intereses e ideologías que desean materializar en las políticas y para realizarlo movilizan las dotaciones de recursos que poseen. (Acuña y Repetto, 2001 y Repetto, 2005). 

Los actores se interrelacionan en los marcos institucionales o instituciones, es decir sus relaciones están mediadas por las reglas de juego formales e informales, las rutinas organizacionales, las normas y costumbres (Repetto, 2003) que permiten la agregación o desagregación de intereses y establecen un modo de procesar los conflictos en una sociedad. 

Las instituciones, como organización social del poder, reducen incertidumbres, establecen un modo de distribución de recursos y estructuran los comportamientos y estrategias de los diversos actores. Las oportunidades que generan los marcos institucionales de canalizar demandas y necesidades de los actores en el espacio público no son idénticas para todos, se asocian a las características de dicha institucionalidad como al poder relativo de los actores que participan en esa interacción (Repetto, 2003). Por otro lado, no determinan por sí solas tales o cuales resultados, sino que son los actores concretos los que imprimen cierta lógica a las reglas de juego, es una mutua influencia entre reglas de juego y actores (Repetto, 2001), asimismo un cambio de reglas de juego pueden ser posibles objetos de la acción política (Majone, 1997).

En función de tales ejes conceptualizo a las políticas públicas como intervenciones estatales frente a determinadas problemáticas y como resultado de una compleja y conflictiva articulación de demandas, intereses e ideologías. En las distintas etapas por las que atraviesan las políticas públicas, diversos actores interactúan en función de sus recursos de poder y la correlación de fuerzas existentes, en un entramado institucional. Las políticas públicas son el resultado de las disputas de intereses procesadas políticamente donde intervienen distintos actores con intereses comunes, múltiples y/o contradictorios, en el marco de cierta distribución de poder y reglas de juego.

2.1 La evaluación de las políticas públicas

La evaluación de las políticas públicas puede ser entendida como una etapa por la cual atraviesa una política o como una política en sí misma. 

De acuerdo con el primer enfoque, una política pública puede ser analizada como un proceso que se desenvuelve por etapas, de las cuales cada una posee sus actores, restricciones, decisiones, desarrollos y resultados propios, que influyen en las demás y son afectadas por lo que sucede en otras (Aguillar Villanueva, 1993). Las fases - estructuración del problema, ingreso a las agendas pública y gubernamental, generación de alternativas, decisión, diseño, implementación y evaluación- pueden no corresponderse linealmente con la realidad, algunas no se cumplen o el orden de las mismas suele alterarse.

Desde la otra perspectiva, la función de la evaluación de políticas públicas puede ser entendida como una política estatal en sí misma y con una finalidad precisa. Este segundo enfoque incluye y engloba en su análisis todos los ciclos de evaluación de las diversas políticas. Ello no implica necesariamente que un organismo estatal lleve adelante las tareas de evaluación, éstas pueden ser delegadas a instancias no gubernamentales, pero sí indica una decisión estatal frente a la temática. Los sistemas de evaluación constituyen estructuras institucionales de evaluación de las acciones e intervenciones del Estado y de los respectivos aparatos administrativos estatales (Guerrero Amparán, 1995) que requieren la definición de “políticas de evaluación”.

Adopto en esta ponencia, la perspectiva del ciclo de la política pública porque es apropiada para abordar la evaluación de una política separada, por lo menos conceptualmente, de las demás fases con la finalidad de observar el modo en que los distintos actores interactúan en esa etapa y los marcos institucionales en los que se desarrollan. La fase evaluación, sin embargo, no se realiza sólo cuando finaliza una política pública, es un proceso transversal a toda la política y se relaciona y articula con las demás etapas. Por otro lado, la evaluación de una política implica una definición de objetivos, del carácter de la evaluación, de la metodología, su instrumentación y análisis de resultados, lo que permite también subdividir a ésta fase.
Conceptualmente la evaluación es un examen que implica una revisión del modo de resolución de los problemas (así como de formulación y selección de los mismos), de su diseño, gestión, implementación, alcances y resultados con el fin de mejorar el desempeño y el accionar del Estado. La evaluación tiene por objetivo producir información, conocimiento, para orientar los procesos de decisión, introduciendo modificaciones a la política o sucediéndola por una más adecuada. (Tamayo Sáez, 1997). La producción de información y conocimiento, no es sólo una descripción ni un conjunto de datos del accionar estatal, sino que implica además un juicio, una valoración de los procesos de implementación, de los resultados y de la política misma. Lo Vuolo et al (1999) destacan que evaluar conduce a una indagación sobre los valores de los objetivos de una política pública en relación al sistema social y político y Mokate (2003), en el mismo sentido, señala que no se trata de verificar el cumplimiento de objetivos sino de validar el valor social incorporado en tales objetivos.

Dicho juicio valorativo se realiza en base a procedimientos científicos, esto es con una metodología y técnicas de recolección y análisis de la información para identificar, medir y analizar los efectos, resultados e impactos de la política en la sociedad. “Evaluar una política pública es apreciar los efectos atribuibles a una intervención gubernamental en un campo específico de la vida social y del entorno físico (...) es la apreciación sistemática, sobre la base de métodos científicos, de la eficacia y de los efectos reales, previstos o no, buscados o no, de las políticas públicas” (Meny y Thoenig, 1992: 195). Es “un examen, a partir de criterios específicos, de los logros de una política en relación a las metas propuestas y a los efectos esperados en los grupos sociales beneficiarios” (Sulbrandt, 1994: 312).

Destacando los elementos esenciales de la evaluación, al margen de la diversidad de propósitos y de las tipologías y/o modos de abordaje, Nirenberg et al definen a la evaluación de políticas públicas como “una actividad programada de reflexión sobre la acción, basada en procedimientos sistemáticos de recolección, análisis e interpretación de información, con la finalidad de emitir juicios valorativos fundamentados y comunicables, sobre actividades, resultados e impactos de esos proyectos o programas y formular recomendaciones para tomar decisiones que permitan ajustar la acción presente y mejorar la acción futura” (2000: 32).

Retomando, entiendo por evaluación a una actividad técnica y política, programada y sistematizada, cuyo fin es analizar los resultados de las políticas gubernamentales en base a juicios fundamentados, brindar información para la planificación y las decisiones políticas. No es concebida sólo como una técnica
 o un instrumento técnico, porque su formulación, ejecución y utilización de sus resultados usos está sujeta a la influencia de variables políticas, a juegos de poder, disputas en donde se enfrentan intereses, valores y concepciones diversas respecto a cómo valorar las acciones estatales, por su sentido y por sus usos.
De acuerdo con ello, la evaluación puede ser entendida como un proceso político en el cual intervienen actores con intereses contrapuestos y se desarrollan juegos de poder con el fin de influenciar en la definición de la evaluación, sus criterios, diseño y usos y tratar de lograr sus objetivos. 

La definición de quiénes juzgan la política (quienes participan), cómo, con qué parámetros y estándares (orientación y diseño), y los posibles diversos usos de sus resultados es un proceso en el cual se desarrolla un juego político de influencias, poder y negociación entre diversos actores con dotaciones de recursos diferenciales. Es decir, en el proceso evaluativo existen una diversidad de intereses en juego y múltiples perspectivas que esos intereses implican a la hora de enjuiciar una política (Ballart, 1992).

En otras palabras, la evaluación, puede ser analizada como un proceso político de amalgama de intereses, valores y concepciones en conflicto e implica una construcción de consensos. Por lo que los actores (los diversos recursos que poseen y/o emplean) y las instituciones que enmarcan las relaciones, impactan en las características de un proceso evaluativo y en los diversos modos de utilizar sus resultados. 

A pesar de no ser sólo un instrumento técnico, el proceso evaluativo requiere el empleo de determinada expertise, el dominio de cierto saber especializado
. En consonancia con la perspectiva adoptada, los criterios de evaluación dependerán de quiénes los formulan, de cuáles son sus intenciones y visiones del mundo
. 

Filgueira (2006) señala que son necesarios tres consensos entre los diferentes actores: qué medir, cómo medir y cómo evaluar. En primer lugar, sostiene que es necesario acordar qué aspectos de una política medir, donde se priorizan ciertos aspectos sobre otros (en la selección de ciertos registros e indicadores sobre otros). En segundo término, cómo se mide, es decir, qué aspectos observables y medibles representan qué conceptos sustantivos de interés de una política. Por último, las formas legítimas de evaluación y sus metodologías, donde los saberes disciplinarios específicos se disputan espacios de legitimidad diversos. Ninguno de esos tres consensos se construyen mediante criterios técnicos puros, son dinámicos, y los intereses y poderes de los actores, así como sus saberes y convicciones, influirán. “La política, la negociación, el poder de las partes, la legitimidad procedente de una forma de hacer las cosas (…), los límites administrativos y los objetivos cambiantes de las políticas públicas se combinan en procesos de largo aliento para ir tejiendo estos consensos” (Filgueira, 2006: 73).

2.2 Los usos de las evaluaciones

La evaluación de políticas tiene por fin producir información y conocimiento y, para que tenga sentido su realización, es necesario que se inserte en los campos de decisión. Cómo se desarrolló el proceso de evaluación (su definición, implementación y resultados) y qué actores participaron del mismo, influye tanto en las conclusiones a las que se arriba como en los diversos usos de las mismas. 

Weiss (1999) señala tres modos de producción de las investigaciones evaluativas, como datos, ideas y argumentos, cada uno de los cuales puede ejercer una influencia diferente sobre la toma de decisiones. En el primero, los resultados son datos (en forma de descubrimiento o conclusiones) producto de metodologías científicas. El segundo modo de producción, como ideas, ya no se trata de informes completos con todos los datos y la metodología de investigación, sino sólo de generalizaciones y conclusiones. En el tercer caso, como argumentos, se asume claramente la defensa o crítica y se emplea para fundamentar una decisión, no para fundarla. O sea que se utiliza para dar sentido o justificar las decisiones, o bien, para reforzar una posición.

Los resultados de las evaluaciones articulan a ésta con las otras fases del ciclo de la política pública (la generación de alternativas, la decisión, el diseño, la implementación) y también pueden ser una herramienta para modificar el modo de operacionalización de una política. En los diversos modos en los que resultados son usados, también influyen los actores y las instituciones. Es decir, al momento de considerar o no (y cómo) los resultados de las evaluaciones de las políticas, tanto en el proceso de toma de decisiones como para modificaciones a nivel operativo de un programa, qué actores participan y las reglas que medien las interacciones influirán. 

Pero, ¿cómo son usados esos resultados? Se pueden señalar tres hipótesis que vinculan el uso de las evaluaciones con la toma de decisiones. La primera, plantea un uso instrumental o directo, que deriva en acciones inmediatas, cambios o reorientaciones, en los programas. La segunda, consiste en un empleo conceptual, donde se pretende con la evaluación influenciar en la manera de pensar los problemas, generando a partir de ellas nuevas ideas, teorías o hipótesis. Por último, con un fin persuasivo, donde se trata de dotar argumentos, posiciones de ataque o defensa, en relación con un programa o con una decisión ya tomada, es decir, su uso es para legitimar posiciones.

Entonces, la secuencia producción, usos y decisión también es un proceso político en el cual influyen actores e instituciones. No es suficiente la adecuación de la información producida con las evaluaciones para facilitar su uso en los distintos niveles decisorios, sino que “el modo de hacer política, quiénes hacen política (funcionarios más técnicos o más políticos) y la forma en que éstos, finalmente, deciden, son muchas veces factores más relevantes en la explicación del ‘impacto’ de la evaluación” (Vera, 2006:185).
3. El uso de las evaluaciones del Programa Trabajar 

El Programa Trabajar se implementó desde 1996 hasta principios del 2002. Se trató de un programa focalizado en los desocupados pobres para mitigar el impacto de la desocupación mediante una transferencia de ingreso sujeta a una contraprestación que consistía en participar en proyectos de infraestructura. Tuvo un alcance nacional y la coordinación estaba centralizada en la Secretaría de Empleo y Capacitación Laboral (SEyCL) del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS) y la operacionalización descentralizada en las Gerencias de Empleo y Capacitación Laboral. 
Formó parte de las políticas focalizadas implementadas durante los años noventa en Argentina y fue la principal respuesta estatal al aumento de desempleo y de las protestas sociales, tal es así que se convirtió en sinónimo de política de empleo. Entre los programas, denominados en ese momento, de generación de empleo de interés social o transitorio durante la década del noventa, fue el que más duró en el tiempo, el que tuvo mayor alcance en cantidad de beneficiarios y montos ejecutados y visibilidad pública. Luego, en el 2002, el Plan Jefes y Jefas de Hogar Desocupados (PJyJHD) se convirtió en la política de transferencia de ingresos, bajo el formato de programa focalizado a los desempleados de mayor cobertura y contención del país.

Se implementó en tres versiones- Trabajar I, II y III-, la primera etapa fue financiada con recursos provenientes del Fondo Nacional de Empleo, a partir de la segunda versión se financió además con préstamos del Banco Mundial (BM). 
El Programa se fue extendiendo por el incremento en sus recursos, en la cantidad de beneficiarios y de los proyectos que se financiaron. En las formulaciones se realizaron algunos cambios en términos de: a) focalización, b) contraprestación, c) los proyectos y d) los mecanismos de control y seguimiento. A continuación se presenta una síntesis de las principales modificaciones
.
a) Focalización: la definición de la población objetivo, en el transcurso de las versiones, fue cambiando a qué tipo de trabajadores desocupados en situación de pobreza estaba dirigido (en el Trabajar I, el 50% debía ser único sostén familiar, en el II, con baja calificación laboral y mayores de 16 años, y en el III, urbanos y rurales con baja calificación y dificultades para insertarse en el mercado de trabajo). En la última versión, se calculó la cantidad de población objetivo en el total del país y por provincias. Respecto la instrumentación del monto de la ayuda como mecanismo de autofocalización, se mantuvo en las tres versiones con un máximo de $200 (excepto en el 2000 que se redujo a $160). La asignación de recursos entre las provincia, pasó de no estar definida, a determinarse un criterio y, luego, se estableció un porcentaje por jurisdicción. Respecto a la distribución hacia el interior de las provincias, fue adquiriendo mayor peso la priorización de proyectos en las áreas más pobres y con poca cobertura.

b) Contraprestación: fue perdiendo paulatinamente relevancia la contraprestación como capacitación frente al trabajo productivo (junto con el objetivo de “empleabilidad”).
c) Los proyectos: se fueron definiendo con mayor rigurosidad las tipologías aceptadas con el propósito que fueran obras de infraestructuras. Los criterios de priorización se fueron orientando a la selección en función de la utilidad social, a que respondan a las prioridades sociales de esas localidades y, principalmente a que estén ubicados en zonas pobres y con baja cobertura.

d) Mecanismos de seguimiento y control: adquirió mayor importancia y atención el análisis de los proyectos antes de ejecutarse. También se incluyó con ese fin, el desempeño del organismo responsable como criterio de priorización de los proyectos. Asimismo, se fueron reforzando los controles durante la ejecución y, en la tercera versión, se definieron indicadores de monitoreo. 

¿Esos cambios fueron resultados de las evaluaciones implementadas? El Programa tuvo evaluaciones en sus tres versiones, que fueron realizadas por distintos actores y con diversos objetivos, como se observa en el siguiente cuadro:
	Trabajar I

(1996-1997)
	Trabajar II

(1997-1998)
	Trabajar III

(1998-2002)

	Crisol (1997)

Evaluación Diagnóstica. SIEMPRO.
	Jalan y Ravallion (1999) Income Gains to the Poor from Workfare. Estimates from Argentina's. Work Bank.
	MTSS (2000a) “Resultados del Diagnóstico de Base: Población Beneficiaria del Programa Trabajar en Resistencia, Mendoza y Tucumán”.

	
	Ravallion (1999) Monitoring Targeting Performance when Decentralized Allocations to the Poor are Unobserved. Work Bank.
	MTSS (2000b) “Segundo informe: Programa Trabajar”.

	
	Estebanez, María Elina y Feliú, Patricia (1998) “Programa Trabajar II. Evaluación Social. Informe Final”. Banco Mundial.
	Ravallion, Galasso, Lazo y Philipp (2001) Do Workfare Participants Quickly from Retrenchment? Work Bank.

	
	MTSS Informe de Cierre (en WB, 2000). 
	MTSS Informe de Cierre (en WB, 2003).

	
	WB (2000) Implementation Completion Report No. 19553.
	WB (2003) Implementation Completion Report No. 26134-AR.


La evaluación del Trabajar I estuvo a cargo del Sistema de Información. Monitoreo y Evaluación de Programas Sociales (SIEMPRO), dependiente en ese momento del Ministerio de Desarrollo Social y fue realizada por la consultora Crisol. Se trató de un análisis diagnóstico de la ejecución del Programa. Cabe señalar que el Trabajar I fue diseñado e implementado por el MTSS y en su formulación no se previó una instancia de evaluación. La evaluación realizada a esa versión se realizó por una demanda del BM, no fue un pedido de la gestión del Programa. Por otro lado, los programas de empleo ejecutados por la SEyCL del MTSS implementados durante esos años, no tuvieron evaluaciones. 

En la instancia de definición de la evaluación el qué mirar fue determinado por el SIEMPRO (con aprobación del BM) y el cómo, las técnicas de recolección de la información y procesamiento de datos, por la consultora. El BM jugó un rol secundario en este momento, considerando los aspectos abordados en la evaluación del Trabajar I, estos son más amplios que los intereses de dicho organismo sobre el Trabajar (más adelante los analizo en las evaluaciones que realizó). El interés que se vislumbra en el futuro financiador de la segunda versión, fue que se realizara una evaluación.

Terminándose, la misma, en septiembre de 1997, cuando el Trabajar II ya estaba en ejecución (se inició en junio de ese año). De manera que sus resultados no influyeron en la decisión de continuar con una segunda etapa del Programa. Los responsables políticos del Trabajar no demandaron una evaluación del Programa, no la necesitaban para continuar con la implementación del mismo, la decisión de mantener o no los recursos no tenía vinculación con los resultados de una evaluación. Sí, tal vez, para el BM. Cuando éste decidió financiar la segunda versión del Trabajar le encomendó al SIEMPRO la realización de una evaluación, sin embargo, también el crédito para el financiamiento del Trabajar II se aprobó antes de que los resultados de la evaluación estuvieran finalizados. Siendo la evaluación un requisito del BM meramente formal que no influyó ni en la decisión ni en la formulación del Trabajar II. 

Analizando al SIEMPRO, como actor en este proceso evaluativo, se puede observar que la determinación de qué programas evaluar a partir de una demanda externa, así como la nula relación que se estableció entre ese organismo y el MTSS. Es decir, en este caso, cada actor, desde su lugar, realizó sus funciones sin establecerse antes, durante, ni después de la evaluación, una coordinación. Lo que demuestra los pocos recursos que tenía el SIEMPRO para cumplir su rol de evaluador de las políticas sociales y para articularse con el organismo responsable del Programa y generar en él demandas e interés por la evaluación. Por otro lado, en el proceso de evaluación del Trabajar, a partir de la segunda versión del Programa, el SIEMPRO desapareció como actor en el mismo. Lo que ilustra las dificultades que tuvo dicho organismo en consolidarse y mantenerse como el organismo encargado de evaluar las políticas sociales, tanto frente al resto de las instancias gubernamentales como al BM.
Asimismo se visualiza la no relevancia de la evaluación en el proceso de toma de decisiones de continuar, modificar o finalizar un programa (y de negociar un préstamo con los organismos internacionales), y la no constitución del SIEMPRO como actor en dicho proceso. En este nivel de reglas, los actores que definieron el crédito internacional fueron el Ministerio de Economía y el BM
, lo que implicó la continuidad del Trabajar y mayores recursos.

A pesar de todo ello, según el SIEMPRO, los resultados de la evaluación “fueron útiles para probar las modificaciones realizadas en el rediseño del Trabajar II (…) y permitió corroborar que las recomendaciones habían sido recuperadas en el diseño y ejecución del Trabajar II” (SIEMPRO, s/f: 4). Por lo que, al momento de la formulación del Trabajar II, los responsables del Programa ya conocían algunos de los problemas de implementación del I (confirmados después por la evaluación). 

El informe del SIEMPRO también fue empleado como un elemento más en los análisis internos que realizaban los equipos del MTSS sobre la implementación del Programa. Es decir, los datos producidos por Crisol tuvieron un uso instrumental (ello no implicaba que se tradujeran en cambios) por parte del equipo del Trabajar, los usaron como un medio para alcanzar los objetivos del Programa
. 

Continuando con las otras evaluaciones realizadas, el MTSS como el segundo actor que evaluó al Trabajar, realizó informes de cierre del II y III, donde se analizaron los resultados de la implementación a partir de la información resultado del monitoreo del Programa y se señalaron las dificultades y experiencias aprendidas de la gestión. En ellos, el MTSS daba cuenta al BM de la ejecución del Programa y de algunos factores que incidieron en su gestión. Además realizó estudios del Trabajar III sobre la caracterización de la población beneficiaria, también, a partir de una demanda del BM, fueron la muestra que se utilizó en la evaluación de impacto de esa versión. 

El tercer actor en este proceso evaluativo fue el BM. Dicho organismo evaluó el Trabajar II y el III, con estudios realizados por consultores y con informes de cierre, productos de las misiones de seguimiento y supervisión de los préstamos. 
Los consultores del BM realizaron una evaluación de impacto del Trabajar II, compuesta por diversos estudios (Jalan y Ravallion, 1999, Ravallion 1999 y Estevanez y Feliu, 1998), que analizaron: a) la focalización del Programa en los hogares pobres b) la transferencia neta de ingresos a la población beneficiaria, c) la asignación de los recursos del Programa en las diversas localidades, la calidad de la infraestructura de los proyectos y d) el papel de la comunidad y las ONGs. Estos estudios fueron dirigidos y diseñados por consultores del BM. La participación de los responsables del Programa estuvo limitada a la implementación de la metodología y al suministro de datos sobre la ejecución del Trabajar. Respecto a la evaluación del Trabajar III, ésta fue diseñada y realizada por el BM, con la participación de dos miembros del MTSS. En ella se analizó la focalización en los hogares pobres y el impacto en los beneficiarios respecto al ingreso que percibían una vez que dejaban el programa (Ravallion, Galasso, Lazo y Philip, 2001).
Retomando el uso de las evaluaciones respecto a los cambios en las formulaciones del programa, en la formulación del Trabajar II participaron los equipos del MTSS y del BM y se modificaron ciertos aspectos del Programa, a partir de la experiencia de los equipos del MTSS en la gestión del Trabajar I y los intereses del BM. Esos intereses se pueden visualizar en los aspectos del Trabajar II que evaluó el BM
.
Las evaluaciones del Trabajar II fueron realizadas por el BM para ratificar la pertinencia de algunas de las modificaciones en función de sus intereses (eliminación de que el 50% de los beneficiarios fueran jefes de hogar, más mecanismos para asegurar la focalización en las regiones con NBI, criterios de priorización de los proyectos orientados a asegurar la ejecución y la calidad y utilidad social de las obras y mayor rigurosidad en el control de la ejecución).Además fueron usadas para demostrar la buena focalización y desempeño del Programa. 

En los Informes de Implementación (WB, 2000 y WB, 2003) los resultados de las evaluaciones realizadas por el BM estaban presentados como ideas y argumentos (de acuerdo con la clasificación propuesta por Weiss, 1999), es decir, como conclusiones que daban cuenta del buen desempeño del Programa en relación con la focalización y como defensa de la pertinencia de los cambios, efectuados previamente. Pero, los resultados estaban fundamentados “técnicamente” en la gran exposición de datos y explicación teórica de los modelos utilizados en cada uno de los informes de las evaluaciones (Jalan y Ravallion, 1999, Ravallion, 1999 y Ravallion, Galasso, Lazo y Philipp, 2003). 

De esta manera, los datos producidos por las evaluaciones, traducidos en ideas y argumentos, fueron utilizados por el BM con un fin persuasivo, es decir, en defensa de ese tipo de intervenciones y de los mecanismos de focalización incluidos en el Trabajar y como un modo de legitimación del financiamiento. Dicho uso, para legitimar los recursos destinados al Programa, se concreta a través de la consonancia de tres elementos: las informaciones producidas por las evaluaciones concordaban con los intereses del BM (ratificaban su existencia y adecuado desempeño) y con su ideología (esto es, la conceptualización de los impactos como de la concepción general del Trabajar).

Por lo que, respecto a las evaluaciones del Trabajar II y III, el BM se constituyó como la autoridad informal, dada su dotación y movilización de recursos para realizar los estudios evaluativos en función de los aspectos que consideraba prioritarios del Programa y conceptualizados en función de su visión del mismo y de sus resultados. 
Por otro lado, las evaluaciones realizadas por el BM no presentaron dificultades ni problemas a los responsables del Programa puesto que demostraban buenos resultados y a pesar de algunas disidencias, los equipos técnicos del MTSS, colaboraron y participaron en determinadas instancias en las evaluaciones del BM. 
Entonces, las principales modificaciones del Trabajar en el transcurso de las distintas versiones no se debieron a los resultados de las evaluaciones. 
El BM utilizó las evaluaciones para ratificar algunos cambios introducidos en el diseño del Trabajar II y Trabajar III, para certificar la focalización y la construcción de las obras y para legitimar la política y los recursos que destinó al Programa. Pero, dado también, que los resultados de las evaluaciones no significaron cuestionamientos para el BM ni para el MTSS, el modo en que se desarrolló la interacción entre estos dos actores, implicó un juego de suma positiva: mediante las evaluaciones el BM legitimaba el financiamiento del Trabajar y el MTSS demostraba al BM que implementaba el Programa con un buen desempeño.

Por su parte, la evaluación del Trabajar III, no señaló graves deficiencias del Programa. En realidad, se demostraba la pertinencia de seguir manteniendo un programa de transferencia de recursos, dado el tiempo que los beneficiarios demoraban en obtener un ingreso similar al del Programa cuando ya no participaban de él. 
Pero, el contexto social y político incidió en la decisión de afrontar la problemática con otro programa y concentrar todos los esfuerzos en esa nueva intervención pública. Es decir, dada la gravedad de la situación social, crisis política y la decisión de política de atender a la emergencia con un nuevo programa pensado a una escala mayor no estuvo vinculada con las evaluaciones del Trabajar. 

Pero ¿fueron consideradas en la decisión de crear el Plan Jefes y Jefas de Hogar Desocupados? y ¿cuánto de las evaluaciones incidió en la formulación (diseño) del PJyJHD? 

En el interior del MTSS, en el momento de redefinición de la intervención pública en lo social, los resultados de las evaluaciones fueron utilizados para cuestionar al Trabajar y se construyeron argumentos en pos de la necesidad de sostener políticas de transferencias de recursos, que la misma esté condicionada a una contraprestación laboral y la universalización de la intervención. Es decir, los equipos técnicos emplearon las evaluaciones de un modo conceptual, con la pretensión de influenciar en la forma de leer la nueva situación y en el modo de intervención. Pero ese uso quedó circunscripto a esa esfera, no incidiendo en el proceso de decisión. A pesar de que el diseño posterior del PJyJHD validó esas posiciones preexistentes.
En realidad, en la instancia de decisión y primera configuración de las características que asumió el PJyJDH, fueron otros los actores relevantes que participaron y otro el lugar donde se construyeron los consensos. Los resultados de las evaluaciones tampoco fueron considerados en ese momento. 
La formulación del PJyJHD y la reglamentación de sus componentes fue realizada por los equipos técnicos del MTSS, éstos eran los mismos funcionarios que habían participado en la gestión del Trabajar. 
En el la operacionalización del PJyJHD se observan que algunos aspectos marcan una continuidad con el Trabajar: el mecanismo de focalización por el monto del subsidio, ciertos mecanismos de supervisión y monitoreo, y la reglamentación de la contraprestación actividades comunitarias. 

En el mantenimiento del mecanismo de focalización por el monto del subsidio influyó la experiencia adquirida en la implementación del Trabajar y el interés del BM. El BM para cumplir con su interés en que el PJyJHD se focalizara en los sectores más pobres, justificó la continuidad del mecanismo mediante los resultados de las evaluaciones que demostraban su pertinencia. Por ello, sostuvo que se mantuviera ese criterio en el Jefes “dado que asegura que la excelente focalización del programa anterior se mantiene” (WB, 2002: 14).

Respecto a la continuidad en el modo de realizar las actividades de control y fiscalización, también la experiencia de haber implementado el Trabajar, y no sus evaluaciones, junto con la estructura territorial y organizacional del MTSS, incidió en ello. 
En relación con las contraprestaciones, las primeras de ellas que se reglamentó y se comenzó a implementar fueron las actividades comunitarias, que incluían casi todas las previstas en el Trabajar y mantenían el mismo circuito para presentar los proyectos y para seguirlos. Asimismo, de acuerdo con el desarrollo de la ejecución de las contraprestaciones, tuvo alrededor del 95% beneficiarios del Plan, durante el período septiembre 2002 a marzo 2003, fue el componente con mayor implementación. (MTSS, 2003). También en este caso, la experiencia de los funcionarios del MTSS en la gestión del Trabajar fue una fuente de aprendizaje y jugó un peso importante dada la urgencia por implementar el PJyJHD.
En síntesis, en el diseño y en la operacionalización del PJyJHD el MTSS incidió a partir de de la experiencia de haber implementado el Trabajar. La experiencia de gestión fue utilizada como una fuente de aprendizaje que se visualiza en los elementos en común y que se mantuvieron en ambos programas. Por lo que para el MTSS primó el aprendizaje organizacional más que uso de las evaluaciones.
Por su parte el BM justificó la continuidad de determinados aspectos mediante los resultados de las buenas evaluaciones. Entonces, utilizó a los mismos para reforzar su posición previa, como argumentos a favor de los elementos que se mantenían en función de sus intereses y concepto del PJyJHD y mediante ello legitimar su decisión de financiar el programa.

4. Conclusiones

Recapitulando lo desarrollado, las modificaciones de las formulaciones del Programa Trabajar no fueron resultados de las evaluaciones, tampoco las evaluaciones incidieron en la decisión de mantener o no el programa, ni en la formulación del PJyJHD. 
Pero se pudo observar otros usos de las evaluaciones del Trabajar y que éstos se redujeron a los intereses y los recursos de los actores involucrados. El BM las empleó para ratificar los cambios que introdujo y para legitimar el financiamiento y la pertinencia de la política pública. Por su parte para los equipos técnicos del MTSS constituyeron elementos de análisis de la implementación aunque no conllevaron a modificaciones a partir de ello y quedaron circunscriptos en los límites del MTSS, pero con los resultados de las evaluaciones pudo demostrar al organismo financiador que implementaba al Trabajar con buen desempeño. 
Ahora bien, cabe preguntarse el por qué de sólo esos usos. Tomando en cuenta los actores relevantes, sus recursos e intereses, se observó que el BM fue la autoridad informal en el proceso y definió qué evaluar, cómo y qué usos darle a los resultados inducido por sus intereses. El resto de los actores no tuvieron poder ni incentivos para incidir en el proceso ni para usar los resultados. El SIEMPRO no pudo mantener sus recursos iniciales y ni generar articulaciones con el MTSS. El MTSS no demandó evaluaciones, no dependía de ellas la continuidad del Programa ni le implicaban recursos de poder para incidir en la toma de decisiones, así como los resultados no pusieron en juego su posición.

Por lo que en el caso analizado se observa una débil institucionalización de la función evaluación. Es decir, se implementaron a partir de una demanda externa, con una ausencia (o extrema debilidad) de una decisión y de acuerdo entre los actores sobre la definición de la función, lo que afectó la coordinación interinstitucional, el fortalecimiento de capacidades, los recursos e incentivos para realizar evaluaciones (más allá del requisito formal), demandarlas y usar sus resultados. En consonancia con ello, los resultados de los procesos evaluativo no se constituyeron en insumos en las formulaciones y/o modificaciones, donde primaron los intereses de los actores y el aprendizaje producto de la experiencia de gestión. 

Por lo que no se incorporó la evaluación ni sus resultados en las instancias de decisión del sistema institucional. Las decisiones no se tomaron a partir de una rendición de cuentas ni de un análisis de la información resultado de las evaluaciones. Por otro lado, la realización de evaluaciones ni sus usos representaron recursos de poder para incidir en la toma de decisiones y tampoco permitió el ingreso de actores en la instancia de decisión a partir de ese recurso. En pocas palabras, en el caso analizado, no se modificó la lógica política-institucional por la existencia de procesos evaluativos.
A pesar de ello, para finalizar, creo importante señalar la pertinencia de la evaluación en la actual coyuntura. En primer lugar, a la pregunta sobre cuáles son las políticas públicas adecuadas en términos de inclusión social que favorezcan una mayor equidad en Argentina, tanto el Trabajar como el Plan Jefes y Jefas constituyen antecedentes importantes a considerar en su definición. En segundo término, las contribuciones de las evaluaciones que no deben ser menospreciadas: el análisis de la experiencia, la reflexión sobre la práctica y el aprendizaje sistematizado, apoyado en procedimientos científicos, aportan conocimiento tanto para la función de la gestión como para el proceso de toma de decisiones. Por último, las evaluaciones de las políticas públicas enriquecen el debate social y político, conducen a replantear y repensar modos de resolución, planificación y gestión de las políticas en pos no sólo de una mayor eficiencia sino más equitativas… por ello es importante continuar con los esfuerzos en pos de la implementación de evaluaciones y en pos de su uso como un insumo más para analizar en los ámbitos de decisión de políticas. 
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volver al inicio
� En ellos presento y retomo parte de lo desarrollado en García Puente (2006).


� La definición de las técnicas de evaluación definen aspectos del “cómo”, esa decisión se vincula con el “quién”, el “qué” y el “cuándo” (Allison, 1999: 750). Vale, en este sentido, acompañar a Danani cuando sostiene que “es útil recordar que detrás de cada posición técnica existen posiciones teóricas que conllevan ideas acerca de ‘modelos socialmente deseables’” (1996: 21). 


� La opción o construcción de un modelo evaluativo requiere de definiciones sobre el objetivo de la evaluación, los criterios de referencia que se operacionalizan en los métodos de análisis, observación, registro y medición particulares y de los valores con lo que se va a medir. Lo que implica la determinación de cuáles son las dimensiones a analizar, en función de ellos, la definición de las variables, los indicadores y las técnicas e instrumentos de recolección de información y análisis de los datos. 


� “Los evaluadores no son expertos desvinculados del mundo al que pretenden evaluar, sino que comparten, en múltiples niveles, prácticas y representaciones con los diversos actores de las tramas de relaciones en las que participan” (Besse, 2000: 18).


� Excluyo de esta síntesis a la tipología del Trabajar II “Servicios de promoción y desarrollo comunitario” y al componente Materiales del Trabajar III.


� “La articulación entre los lineamientos del BM, la necesidad del Estado de obtener fondos, los impactos sociales del ajuste, los efectos disruptivos de la liberalización tajante de la economía y el interés de distintos actores pertenecientes al aparato estatal por obtener recursos adicionales fue determinando qué proyectos se concretarían” (Felder, 2005: 160). “Cada año los funcionarios del Ministerio de Economía y la misión residente del BM decidían conjuntamente el monto total de créditos y la distribución por áreas” (Idem: 162).


� De acuerdo con Weiss (1999) la evaluación como datos probablemente sea más usada en situaciones de consenso sobre las metas, para realizar correctivos.


� Verificar que los beneficiarios respondieran a la definición de la población objetivo, el funcionamiento de los mecanismos que de focalización del Programa (corroborar la hipótesis de autofocalización y la distribución en las regiones con NBI), el impacto del Programa en los ingresos de los participantes y el grado de ejecución y calidad de las obras de infraestructura.
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